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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO 

 

1.1.  Síntesis de la demanda:  

 

Con fecha 22 de julio de 2010, Marco Antonio Isla Lotas interpone demanda de 

indemnización por daños y perjuicios contra la Oficina de Normalización 

Previsional. 

 

Petitorio 

El accionante pretende que se ordene a la emplazada cumpla con pagarle el monto de 

ochenta mil soles (S/ 80,00.00 soles) como indemnización por daño moral y daño a 

la persona, debido a los actos arbitrarios desarrollados por la entidad administrativa 

emplazada.  

 

Fundamentos de hecho 

Entre los fundamentos esbozados se tiene: 

- Mediante Resolución N° 8288-P-SSP-79, de fecha cuatro de diciembre del año 

mil novecientos setenta y nueve, se le otorgó pensión de jubilación, a partir del 31 

de julio de 1977 por una cuantía inferior a lo establecido en la Ley 23908, esto es, 

una pensión inferior a los tres sueldos mínimos vitales, pues, aun cuando cumplía 

con las exigencias legales previstas, la demandada, de manera negligente, opta por 

no reconocerle el derecho que le corresponde.  

- Ante ello, interpuso demanda de amparo contra la Oficina de Normalización 

Previsional (proceso recaído en el expediente N° 4624-2006), a efectos de que se 

proceda al reajuste de su pensión de jubilación conforme a la Ley 23908. Dicho 

proceso, concluyó a favor del actor. 

- Precisa que el acto ilícito de la ONP deviene por su comportamiento procesal 

dilatorio, generándole daño moral, al percibir una pensión por debajo del mínimo 

legal, así como daño a la persona, debido a que, a lo largo del proceso, su salud se 

ha visto deteriorada. 

 

Fundamentos de derecho 

- Constitución Política del Perú: art. 10°, 11°, 132° y 139° inciso 3 y 7. 

- Código Civil: art. 1322°, art. 1969°, 1984° y 1985°. 

- Código Procesal Civil: art. 424°, 425° y 475°. 

 

Acervo Probatorios 

Adjuntó los siguientes medios probatorios: 

- Expediente N° 4624-2006, en los seguidos por el recurrente contra la ONP, sobre 

proceso de Amparo, tramitado ante el Sétimo Juzgado Especializado Civil de 

Chiclayo, para lo cual el despacho deberá cursar el oficio respectivo. 

- Resolución N° Seis, de fecha treinta y uno de marzo del año dos mil nueve, 

expedida en el Expediente N° 7564-2008, mediante la cual se declara la 



competencia de los Juzgados Civiles para conocer los procesos civiles contra el 

Estado, como el presente.   

 

 

1.2.  Síntesis de la contestación de demanda:  

 

Con fecha 15 de marzo de 2011, la Oficina de Normalización Previsional (en 

adelante ONP), se apersonó al proceso y contestó la demanda negándola en todos sus 

extremos, solicitando que sea declarada improcedente. 

 

Fundamentos de hecho  

- La ONP, absuelve el traslado básicamente expresando que para que exista el 

deber de indemnizar no solo se requiere de la existencia de un evento dañoso 

(por una actuación dolosa o culposa), sino también es imprescindible la 

antijuridicidad del acto.  

- En el caso in examine, el funcionario de la ONP deniega la pensión de jubilación 

solicitada, en aplicación estricta de la normatividad vigente, por lo que su 

conducta se ajusta en el ejercicio regular de un derecho, ello en virtud al artículo 

1971° del Código Civil vigente. Así, el acto presuntamente antijurídico no se ha 

configurado, por lo que se rechaza la existencia de una relación de causalidad 

válida. 

- Por último, aduce que los fondos de pensiones no pueden ser destinados para 

cubrir las indemnizaciones por errores administrativos. 

Fundamentos de derecho 

- Ley 28237: art. 1 

 Medios Probatorios 

- Por el Principio de Adquisición Procesal, ofrecen los documentos adjuntados por 

el actor en su demanda. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

2.1. Identificación del tema central: La Responsabilidad Civil 

Antes de identificar los principales problemas jurídicos del expediente, es necesario 

tener claro el significado de la responsabilidad civil, por lo que a continuación explicaré 

más a fondo sobre el mismo. 

  

La responsabilidad civil, implica imputar el pago indemnizatorio a una persona a 

consecuencia del evento dañoso o perjuicio generado, ya sea de naturaleza contractual o 

extracontractual, y siempre que exista la concurrencia de los elementos o presupuestos 

constitutivos, pues ante la ausencia de uno sólo de ellos, resultaría insuficiente para que 

se alcance la obligación legal de indemnizar. (Ortega, 2011, p.59) 

 

Por su parte, el Tribunal Constitucional en reiteradas jurisprudencias ha manifestado 

que, “la responsabilidad civil está referida al aspecto fundamental de indemnizar los 

daños ocasionados en la vida de relación a los particulares, bien se trate de daños 

producidos como consecuencia del incumplimiento de una obligación voluntaria, 

principalmente contractual, o bien se trate de daños que sean el resultado de una 

conducta, sin que exista entre los sujetos ningún vínculo de orden obligacional”. (STC 

Expediente N° 0001-2005-PI/TC, 2005, p.17) 

 

Como vemos, la reparación civil, indistintamente a la naturaleza de la obligación de la 

cual deriva, procura la restitución integral de la afectación, trasladando los costos del 

daño a la esfera patrimonial del agente que lo ocasionó. Cuando el daño es consecuencia 

del incumplimiento de una obligación voluntaria, se habla en términos doctrinarios de 

responsabilidad contractual, y dentro de la terminología del Código Civil peruano, de 

responsabilidad derivada de la inejecución de obligaciones; en sentido opuesto, cuando 

el daño se produce sin que exista ninguna relación jurídica previa entre las partes, o 

incluso existiendo ella, el daño es consecuencia no del incumplimiento de una 

obligación voluntaria. Así sino simplemente del deber jurídico genérico de no causar 

daño a otro, nos encontramos en el ámbito de la denominada responsabilidad civil 

extracontractual. 

 

La responsabilidad civil (contractual y extracontractual) presenta una estructura común: 

1) Antijuricidad, o mejor dicho, una conducta antijurídica, que constituye el actuar que 

contraviene una norma prohibitiva específica a todo el sistema jurídico, en el sentido de 

afectar los valores o principios sobre los cuales ha sido construido este sistema, 

haciendo la precisión que la Antijuricidad en el sentido amplio descrito no es aceptada 

sino sólo en el ámbito de la responsabilidad extracontractual, por cuanto en el lado 

contractual se acepta que la Antijuricidad es siempre exclusivamente típica, y no 

atípica; pues ella resulta del incumplimiento total de una obligación, del cumplimiento 

parcial, del cumplimiento defectuoso, o del cumplimiento tardío o moroso. 



 

2) Daño, que constituye la lesión a todo derecho subjetivo, en el sentido de interés 

jurídicamente protegido del individuo en su vida de relación, que en cuanto protegido 

por el ordenamiento jurídico se convierte justamente en derecho subjetivo, esto es un 

derecho en el sentido formal y técnico de la expresión.  

 

3) Relación de Causalidad, que constituye la relación jurídica de causa a efecto entre 

la conducta típica o atípica y el daño producido a la víctima, la cual a su vez difiere, 

dependiendo de la clase de responsabilidad civil, pues mientras en el campo 

extracontractual el artículo 1985 del Código Civil ha consagrado la Teoría de la Causa 

Adecuada, en el ámbito contractual el artículo 1321 del Código Civil ha consagrado la 

Teoría de la Causa Inmediata y Directa, no obstante a que los efectos prácticos de 

ambas teorías nos llevan al mismo resultado. Al respecto el jurista Taboada (2000), 

señaló que: “No basta con establecer si una conducta ha causado un daño, sino es 

necesario también determinar si esta conducta abstractamente considerada es capaz de 

producir ese daño de acuerdo al curso ordinario y normal de los acontecimientos”.  

 

4) Factores de Atribución, que constituyen aquellos elementos que finalmente 

determinan la existencia de la responsabilidad civil, una vez que se han presentado, en 

un supuesto concreto de un conflicto social, los requisitos antes mencionados, es decir, 

la Antijuricidad, el daño producido y la relación de causalidad; elementos éstos que 

dependen del tipo de responsabilidad, pues en la esfera de la responsabilidad contractual 

se ve comprendida la culpa, que a su vez se subdivide en tres grados: a) la culpa leve; b) 

la culpa grave o inexcusable; y, c) el dolo; mientras que en el ámbito de la 

responsabilidad extracontractual se ve comprendida la culpa y el riesgo creado como 

factores de atribución, los cuales a su vez se clasifican en: a) el dolo; b) la culpa; y, c) el 

riesgo creado. 

 

2.2.  Identificación del problema principal en el caso bajo análisis: 

El problema principal en discusión es: si un aumento de pensión otorgado por el 

Gobierno Peruano en el año 1984 mediante la Ley 23908, que no fue pagado durante 

varios años y que fue materia de un proceso judicial de Amparo para el pago del mismo, 

puede originar una Responsabilidad Civil a cargo de la ONP a efecto de indemnizar al 

pensionista demandante. 

Partiendo de las bases reseñadas anteriormente para la responsabilidad civil, debe 

analizarse: 

a) El tipo de responsabilidad civil: 

Debe verificarse desde la demanda y en las sentencias, qué tratamiento se da al respecto 

o si se ha omitido este análisis. 

b) Elementos de la responsabilidad civil: 



Acto seguido, es necesario analizar cada uno de los elementos de dicha figura jurídica, 

identificando así los subproblemas que a continuación se exponen: 

- Antijuricidad:  

En principio debe determinarse si existe un HECHO ANTIJURÍDICO en la omisión 

de la Oficina de Normalización Previsional en el aumento otorgado mediante la Ley 

23908, publicado en setiembre de 1984, es decir, si contraviene el ordenamiento 

jurídico o si por el contrario, existió alguna norma que justificara la no realización del 

aumento. 

- Daño: 

1°) Al respecto, debe analizarse qué TIPO de Daño se ha configurado, partiendo de 

analizar la pretensión demandada y lo que finalmente fue amparado en la Casación: 

básicamente se analizará si existió daño moral y daño a la persona. 

2°) También es importante en este punto, analizar cuál sería el PERIODO en el que se 

habría ocasionado el daño, es decir, si fue desde que no se le incrementó oportunamente 

en 1984 o sólo durante el tiempo que duró el proceso judicial. 

Para ello, igualmente, es necesario revisar la demanda para apreciar si el demandante 

habría planteado el daño moral por el periodo total, es decir, desde 1984 hasta que se le 

otorgó el aumento o sólo por el periodo en el que duró el proceso de amparo en el que 

se supuestamente habría sufrido la aflicción moral. En correspondencia a ello, 

igualmente se analizará si la Casación otorga dicho daño por el periodo demandado. 

3°) Otro tema de trascendental importancia es la PRUEBA del daño demandado, es 

decir, cómo se pueden probar el daño moral y el daño a la persona: a) con la sola 

afirmación de la parte, b) con medios probatorios, o c) con máximas de experiencia. 

Esto, debido a que, finalmente la CASACIÓN resuelve en base a máximas de 

experiencia (segunda parte del considerando VIGÉSIMO SÉPTIMO), sin hacer mayor 

análisis al respecto, con lo que define el caso, por lo que tendría que ampliarse más este 

tema.  

4°) Será importante analizar en este aspecto, si efectivamente el pensionista tuvo 

conocimiento de la existencia del aumento y si es que desde 1984 estuvo realizando 

reclamos para su pago y estos fueron denegados, para concluir que realmente estuvo 

sufriendo por la negativa dolosa de la ONP al aumento o si, por el contrario, recién tuvo 

conocimiento del aumento en la fecha en que demandó en Proceso de Amparo para que 

se le realice el mismo.  

Se tendría que responder a la interrogante respecto a que, si es que el demandante 

desconocía del aumento, ¿cómo podría afirmar que sufrió por el no pago del mismo?  

5°) También es relevante analizar si existe una cuantificación del daño determinada en 

base a algún baremo o es solamente discrecional. 



6°) Resultará interesante analizar también el hecho de haber recibido intereses legales 

luego del aumento producto del proceso de amparo y explicar por qué no se podría 

tomar como un resarcimiento pecuniario por el tiempo transcurrido en el cual no se le 

hizo el aumento. 

7°) Un dato importante lo constituye el hecho de que el pensionista murió antes de la 

culminación del proceso de Responsabilidad Civil, por lo que siendo la pensión 

personalísima entraría en cuestionamiento si el pago no oportuno puede ser 

aprovechado por sus herederos para que se les indemnice a ellos por un derecho 

pensionario que no les corresponde. 

 

- Relación o nexo de causalidad:  

Corresponde responder también la interrogante de si la omisión en el aumento oportuno 

conforme a la Ley 23908 otorgada en el año 1984 ocasionó efectivamente el daño moral 

o daño a la persona que invoca el accionante, debiendo tener en cuenta, básicamente, la 

resolución final o casación (que es la que ampara solamente el daño moral). 

 

- Factor de atribución: 

Igualmente, corresponde analizar si la ONP incumplió con el aumento decretado por la 

Ley 23908 dolosamente (es decir, a sabiendas que le correspondía al pensionista) o en 

forma culposa por negligencia de los funcionarios encargados del pago. 

Será importante señalar que la omisión del aumento dispuesto por la Ley 23908 no fue 

sólo respecto del demandante, sino de miles de pensionistas, que tampoco reclamaron 

oportunamente y que demandaron en gran cantidad recién a partir del año 2000, por lo 

que de alguna manera se tendría que explicar si fue una política del Estado el no pagar 

este concepto, además que tampoco los propios pensionistas reclamaron oportunamente 

que se les aumente. 

Todos estos aspectos serán desarrollados en el siguiente tema al exponer la posición 

fundamentada sobre cada una de las resoluciones emitidas, respecto de los problemas 

jurídicos identificados. 

 

 

 

 

 

 

 



III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

En lo que corresponde al análisis del expediente en cuestión, hay varios puntos qué 

desarrollar más a fondo, los cuales hice mención en el capítulo anterior y, que en este 

apartado analizaré a fin de poder dar una opinión objetiva y fundamentada sobre cada 

uno de los problemas jurídicos identificados. Empezaré explicando mi postura en base a 

cada una de las resoluciones emitidas por las diferentes instancias del órgano 

jurisdiccional; acto seguido, fundamentaré mi punto de vista sobre cada uno de los 

temas controvertidos. 

 

3.1. Sentencia de Primera Instancia:  

 

La Juez del Primer Juzgado Especializado Civil de Chiclayo de la Corte Superior de 

Justicia de Lambayeque, por Resolución Número Nueve, de fecha veinticinco de 

febrero del año dos mil trece, declaró infundada la demandada en razón a que, a pesar 

de que el accionante arguye habérsele ocasionado daño moral y daño a la persona, no ha 

cumplido adjuntar con medios probatorios suficientes e idóneos que respalden su 

posición. Por el contrario, su actividad probatoria se sostiene en las resoluciones 

administrativas emitidas por la ONP, así como la sentencia de primera instancia 

obtenida en un proceso de amparo, las cuales per se no permiten determinar la 

existencia de un daño que deba ser reparado. En este sentido, y según lo reseñado en el 

artículo 200° del Código Procesal Civil: “Si no se prueban los hechos que sustentan la 

pretensión, la demanda deberá ser declarada infundada”, la demanda no puede ser 

amparada en ninguno de sus extremos. 

 

3.1.1. Posición fundamentada  

 

Ahora bien, ante dicha decisión, me encuentro conforme con el fallo; sin embargo, debo 

hacer las siguientes observaciones en cuanto a los argumentos de la juez A quo: 

 

- Dicha resolución contiene motivación insuficiente para sustentar la denegatoria a la 

pretensión indemnizatoria planteada en autos, lo que significa que existe un mínimo 

de motivación que exige el inciso 5 del artículo 139° de la Constitución Política, 

atendiendo a las razones de hecho o de derecho indispensables para asumir que la 

decisión está debidamente motivada. Se observa un problema de gradualidad, es 

decir, el juez cumple con motivar, pero lo hace de manera insuficiente (al no analizar 

si concurrían los elementos de la responsabilidad civil, como se explicará 

posteriormente). Cabe precisar que no se trata de dar respuesta, tampoco, a todas y 

cada una de las pretensiones de las partes, sino que la insuficiencia resultará 

relevante, desde una perspectiva constitucional, si la no existencia de argumentos o 

la expresada insuficiencia de razones, deviene manifiesta en contraposición de lo que 

fundamentalmente se decide. 

 



- Al respecto, el Tribunal Constitucional ha establecido, en reiterada jurisprudencia, 

que: “El derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales es una garantía 

del justiciable frente a la arbitrariedad judicial y garantiza que las resoluciones no se 

encuentren justificadas en el mero capricho de los magistrados, sino en datos 

objetivos que proporciona el ordenamiento jurídico o los que derivan del caso. Sin 

embargo, no todo ni cualquier error en el que eventualmente incurra una resolución 

judicial constituye automáticamente la violación del contenido constitucionalmente 

protegido del derecho a la motivación de las resoluciones judiciales”. Por tanto, no se 

trata de dar respuestas a cada una de las pretensiones planteadas, la insuficiencia, 

resulta manifiesta a la luz de lo que en sustancia se está decidiendo.  

 

- Considero necesario, además, poner énfasis en un caso emblemático que puntualizó 

el problema de la motivación, me refiero a la Sentencia N° 007282008/PHC/TC, 

caso Giuliana Llamoja, proceso en el cual se puso de realce la necesaria 

compatibilidad que deben guardar todos los pronunciamientos del Poder Judicial con 

el deber de motivar, como mandato constitucional. Así, a decir del maestro Figueroa 

(2018, p. 29): “(…) el tema de la exigencia de motivación va mucho más allá de la 

simple expresión de razones, pues la descripción del deber de motivar asume, a juicio 

nuestro, un nítido matiz constitucional que es importante poner de relieve”. 
 

- La insuficiencia de la motivación radica en que si bien la jueza enmarca dicha 

demanda dentro del tipo de responsabilidad civil extracontractual -pese a que en la 

demanda no se precisa el tipo de responsabilidad-, es necesario recalcar que, al 

encontrarnos en un caso de responsabilidad civil, no basta acreditar la existencia de 

una lesión a un derecho, sino se debe cumplir con los siguientes presupuestos: 

aantijuricidad, daño, relación de causalidad y el factor de atribución. Por tanto, la 

juez A quo debió hacer un análisis de todos los elementos de la responsabilidad civil, 

de tal manera que se pueda determinar si finalmente existió un daño que deba ser 

resarcido. 

 
- Por otro lado, en la sentencia de primera instancia se señala que no se acredita el 

daño a la persona, así como tampoco un daño moral al demandante. Si bien la Corte 

Suprema había emitido diferentes casaciones sobre el tema indicando que se debía 

valorar en forma conjunta los medios probatorios respecto a este tipo de casos 

(demandas de indemnización en contra de la ONP por daño moral y daño a la 

persona); sin embargo, en el caso in examine, la juez no tenía medios probatorios 

alguno qué valorar, razón por la cual, en aplicación al artículo 200° de Código 

Procesal Civil, declaró infundada la demanda, sin dar más respuesta al petitorio de la 

demanda. 

 

3.2. En cuanto a la Sentencia Revisora:  



La Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, a través de la 

sentencia de vista de fecha diecinueve de diciembre del año dos mil trece, confirma la 

sentencia venida en grado, bajo los siguientes fundamentos: 

- El aparente daño moral y el daño a la persona alegado por la parte accionante, no 

han sido respaldados con medios probatorios, todo lo opuesto, su defensa técnica 

únicamente se ciñe a reproducir en gran parte los fundamentos de la demanda. 

Se debe tener en cuenta que, si bien el daño moral dada a su naturaleza no puede 

ser constatable en forma directa, a diferencia de otros tipos de daño. Sin 

perjuicio de ello, esto no es óbice para el ejercicio de una actividad probatoria 

suficiente e idónea, que permita la comprobación indirecta de las afectaciones, 

pues como en todo proceso donde la prueba es el pilar fundamental para resolver 

la controversia, no es legalmente viable que se ordene el pago de daños, 

teniéndose como sustento el simple dicho de quien los sufrió, debiendo existir al 

menos algún medio probatorio del cual se pueda extraer indicios razonables, 

situación que no se advierte en el proceso de autos. 

- Por último, consideran que si bien es cierto, el demandante ha resultado afectado 

con la determinación de una pensión ínfima; empero, ello de por sí no genera un 

daño moral ni personal, mientras que, la mora en el pago oportuno, y el cálculo 

correcto de la pensión promueve los intereses correspondientes, los mismos que 

se han ordenado ser cancelados en el expediente que amparó el derecho del 

accionante, conforme así se observa de la sentencia que se adjuntó en su escrito 

postulatorio, concepto que según lo prevé el segundo párrafo del artículo 1242° 

del Código Civil, debe ser entendido como una indemnización.  

 

3.2.1. Posición fundamentada 

 

Debo indicar que me encuentro conforme con lo sentenciado en esta instancia, por las 

siguientes razones: 

 

-  En esta ocasión, la Sala Superior Civil de la CSJLA realiza un enfoque totalmente 

distinto al desarrollado en primera instancia, respecto al daño moral, el cual respaldo 

porque como ya el Tribunal Supremo en la Casación N° 1128-2005-La Libertad, ha 

establecido: “(…) en el tema de pensiones, el interés legal moratorio sirve como 

forma de indemnizar y no otra, por ello con la demanda, habría pago de intereses 

sobre el pago de intereses”. Y, además, teniendo en cuenta que el interés moratorio -

como lo estipula el artículo 1242° del Código Civil-, es la indemnización por la mora 

en el pago; tal retraso o demora resulta imputable únicamente a la entidad 

demandada.  

 

- Así pues, la restitución del agravio constitucional, implicará el pago de los intereses 

legales desde el momento en que se generó el derecho del actor, conforme se 

determinó en el proceso de amparo (expediente N° 4624-2006) cuyas copias de la 

sentencia se encuentran anexos en el presente expediente, siendo razonable que el 



monto efectivamente no pagado y que ocasionó un perjuicio al actor, haya sido 

restituido con el respectivo resarcimiento (interés) que le correspondía. Por tanto, en 

el presente proceso de indemnización, el daño moral pretendido, ya habría sido 

resarcido con el pago de intereses otorgados en un proceso anterior donde, 

finalmente, se determinó que la ONP aplicó indebidamente al recurrente una norma 

no pertinente, vulnerando de esa manera el derecho pensionario del accionante, 

materializada en el no pago oportuno e íntegro de su pensión de jubilación acorde a 

lo establecido en la Ley 23908. 

 

3.3. En relación con la Casación:  

 

La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República, emitió la 

Casación N° 2782-2014-LAMBAYEQUE, de fecha once de setiembre del año dos mil 

dieciocho, mediante la cual declaró fundado el recurso de casación interpuesto por la 

sucesora de Marco Antonio Isla Lotas, por consecuencia, nula la sentencia de segunda 

instancia, expedida por la Sala Especializada Civil de la Corte Superior de Justicia de 

Lambayeque, de fecha diecinueve de diciembre del año dos mil trece, por la cual se 

confirma la sentencia de fecha veinticinco de febrero del año dos mil trece, que declaró 

infundada la demanda de indemnización por daños y perjuicios. Actuando en sede de 

instancia, revocaron la decisión impugnada que declaró infundada la demanda y, 

reformándola, declararon FUNDADA EN PARTE la demandada, disponiendo a la 

Oficina de Normalización Previsional pague al demandante la suma ascendente de S/ 

15,000.00 Soles por concepto de daño moral, adicionalmente, los intereses devengados.  

 

Dicha decisión fue tomada en base a los siguientes fundamentos: 

- De la revisión de los actuados, se tiene que la conducta antijurídica atribuida a 

la entidad administrativa emplazada, se encuentra acreditada con la ausencia del 

reajuste de la pensión de jubilación en mérito a las disposiciones de la Ley 

23908. Respecto al factor de atribución -rechazado también por la Sala 

Superior- señala que dicha decisión también es pasible de nulificarse por ser esta 

aparente. Sobre el nexo causal (también rechazado y no fundamentado), la 

Corte Suprema considera manifiesta la relación entre la conducta de la 

emplazada con la omisión a su reajuste pensionario equivalente a tres sueldos 

mínimos vitales conforme a la Ley 23908. 

- La actuación de la emplazada evidencia una culpa inexcusable al restringir de 

ingresos económicos a la parte recurrente durante el periodo reclamado, razón 

que permite amparar la pretensión indemnizatoria. 

- Sobre el daño moral, argumentan que no hay necesidad de acreditación objetiva 

y específica distinta, pues, esta se infiere de la forma y circunstancias en que 

motivaron la ausencia de reajuste conforme a las disposiciones legales 

pertinentes, así, en atención a las máximas de la experiencia, es válido afirmar 

que ante las circunstancias aludidas cualquier persona ve quebrantado su ánimo, 

causándole una situación adversa e injusta, por lo que corresponde ser 



indemnizado, máxime si dicha pensión representa una salvaguarda del derecho a 

la vida, debiendo otorgarse a la recurrente, la suma de S/ 15,000.00 soles. 

- Por último, en cuanto al daño a la persona, no puede ser amparada porque no ha 

sido objeto de acreditación, así como tampoco el perjuicio del demandante con 

el pago de su pensión en una cantidad ínfima, este evento no significa un daño a 

la persona, debiendo desestimarse en este extremo.  

 

3.3.1. Posición fundamentada 

 

Al respecto, no estoy de acuerdo con el razonamiento expuesto por la Sala Suprema, en 

el sentido que otorga una indemnización a la sucesora del actor, por daño moral 

basándose sólo en máximas de la experiencia. Situación que no comparto debido a que 

no se encuentran acreditados en el proceso los daños a la persona y mucho menos el 

daño moral.  

 

El demandante tenía que probar que, efectivamente, existía una relación de causalidad 

entre la conducta de la demandada por denegar la pensión y el deterioro de su salud, así 

como el sufrimiento y aflicción que padecía. En buena cuenta, debemos preguntarnos si 

no reajustar la pensión produce un serio deterioro de salud o perjuicio sentimental. La 

respuesta es, obviamente, negativa; pues estas pueden deberse a diversas razones. Por 

tanto, es tarea del recurrente vincular esos padecimientos o sufrimientos con la conducta 

de la demandada; no obstante, el actor no lo hizo de ningún modo.  

 

En razón a ello, no podemos atribuir a la demandada ONP que los deterioros en la 

salud, menoscabos físicos y sobre todo psicológicos que supuestamente habría padecido 

el demandante, son producto o consecuencia de la conducta de la emplazada. En 

definitiva, no se acredita la relación de causalidad, máxime, si consideramos que el daño 

a la salud es un componente esencial del daño a la persona, y este no ha sido acreditado.  
 

Asimismo, si bien no se otorga una indemnización por daño a la persona, creo 

conveniente recalcar que dicho daño supone también un daño al proyecto de vida; 

empero, no se encuentra en autos un medio probatorio adecuado que permita sostener 

cuál era el proyecto de vida del demandante, el cual haya sufrido menoscabos en el 

transcurso de los años con el proceso judicial y, que haya cambiado sustancialmente en 

su vida a partir del momento en que no se le reconoció la pensión de jubilación. De 

modo que, la afectación al proyecto de vida no ha sido debidamente acreditada; así 

pues, dichas pretensiones debieron ser rechazadas de plano. 

 

En lo que se refiere al daño moral, el apelante argumenta que este es implícito, se 

presume; lo cual es un error, pues debe ser probado, en razón a: i) la existencia de una 

regla de distribución de la carga de la prueba prevista en el artículo 196° del Código 

Procesal Civil consistente en probar la verdad de los hechos narrados en el escrito de 

demanda, precisando que no existe norma legal alguna que disponga una exoneración 

de aquella distribución en los procesos de responsabilidad civil o de indemnización por 



el no pago oportuno o diminuto del derecho a la pensión; y, ii) la ausencia de una norma 

legal que establezca la presunción de un daño moral, no impide que el juez desarrolle 

una presunción en base a hechos probados, pues, es producto exclusivo del 

razonamiento judicial. 

 

Asimismo, tal como lo refiere Cárdenas y González (2007, p.225): “(…) su uso es 

perfectamente lícito siempre y cuando se cumplan con los respectivos requisitos legales, 

las circunstancias que sirven de base a la presunción de los daños estén debidamente 

acreditadas en el proceso, y en todo caso, se admita la prueba en contrario”. Sin 

embargo, una vez constatado el daño moral no impide su reparación, pues como ha 

señalado nuestra Corte Suprema en la Casación N° 4393-2013-La Libertad, publicada el 

día 30 de enero del 2015 en el fundamento sexto "Que, por consiguiente, esta aflicción o 

sufrimiento es de orden transitorio y no surge de afección patológica, sino de un acto 

dañino sufrido en la vida en relación. Es, además, un daño totalmente subjetivo, 

impreciso, inasible, no posible de medir y, por lo tanto, de difícil percepción y de aún 

más difícil cuantificación. Pero que esto sea así no significa que el referido daño sea 

deleznable, sino que su valoración deberá efectuarse por medios distintos a los 

ordinarios, dando singular importancia a sucedáneos probatorios". Precisamente, esto 

último es lo que debe cotejarse en el proceso.  

 

En síntesis, el juez considera que la conducta de la emplazada es a título de culpa 

inexcusable, por la denegatoria a reajustar la pensión y que ello generó un daño al actor. 

Considero que ello no basta, dado que se debe probar su aflicción, pena o sufrimiento.  

Si bien es cierto hubo un reclamo administrativo y luego una demanda, si aceptamos la 

tesis del demandante en relación a que, por ese reclamo administrativo y judicial, se le 

ha causado daño moral y debe ser indemnizado, muchas demandas contra la ONP que 

se tramitan en el Poder Judicial darían lugar a futuras indemnizaciones por el retardo 

entre la demanda y la sentencia y más aún de su ejecución. Debe tenerse en cuenta que 

la ONP atiende miles de reclamos de diferente naturaleza de los jubilados, por lo que 

hasta cierta medida es comprensible la demora tanto a nivel administrativo, judicial y en 

la fase de ejecución de las sentencias. Del mismo modo, debemos precisar que, si bien 

el demandante podrá ejercer su derecho de acción y demandar ese daño, pero, es el juez 

quien debe verificar si acredita o no los daños alegados; por esta razón se exige alguna 

prueba de ese pretendido daño moral. En este caso, el actor no acredita el daño, porque 

simplemente se basa en afirmar que el daño moral se presume que es implícito.  
 

En suma, no estamos ante el supuesto de hecho de daño moral por la muerte de un ser 

querido donde si se puede presumir la aflicción de los deudos; aquí, el supuesto daño 

moral es distinto y no se puede presumir sino por el contrario habiendo estado vigente la 

ley 23908 que establecía un aumento, se debía haber abordado los siguientes aspectos: 

a) Desde cuando tuvo conocimiento el pensionista de este aumento y cuando 

efectivamente planteó su reclamo ante la ONP. b) Cuanto tiempo se demoró la 

administración en resolver su solicitud hasta denegarlo. c) Cuando planteó 



efectivamente su demanda de reintegro del aumento de la ley 23908 y cuando fue 

amparado su demanda y sobre todo cuando se le pagó los reintegros e intereses. d) 

Porqué motivo se demoró tanto tiempo en demandar. 
 

En conclusión, siguiendo lo expresado por la Primera Sala de Derecho Constitucional y 

Social Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, en la Casación Nº 

7204-2014 Arequipa (Considerando Duodécimo), publicada en el diario oficial El 

Peruano el 1 de febrero de 2016, pág. 74566; si el daño moral es aquella “(…) lesión a 

cualquier sentimiento de la víctima considerado socialmente legítimo; es aquel daño que 

afecta la esfera interna del sujeto y no recae sobre cosas materiales, sino que afecta los 

sentimientos”; entonces, el demandante no ha probado que desde septiembre de 1984 en 

que se dio el aumento de la Ley N° 23908, ha vivido con esa aflicción a sus 

sentimientos, esa pena, ese dolor diario, esa angustia de conocer que la entidad 

demandada no le pagaba lo que le correspondía. No basta la declaración de que esa 

pensión le hacía infeliz cuando no demuestra que haya efectuado reclamo alguno desde 

1984 hasta el planteamiento de la demanda el año 2006, lo cual demostraría que ni 

siquiera sabía de la existencia de dicho aumento y que no se le estaba otorgando, para 

afirmar la supuesta aflicción moral, sino que más bien estaba en la creencia que le 

estaban pagando lo que le correspondía. 

 

3.4. Posición fundamentada sobre los problemas jurídicos identificados en el 

Expediente: 

Ahora bien, después de haber hecho un análisis de las resoluciones emitidas por los 

señores jueces de las diferentes instancias, corresponde dar respuesta al problema 

principal de expediente. Evidentemente, el aumento de pensión fue otorgado por el 

Gobierno Peruano en el año 1984 mediante la Ley 23908, que no habría sido pagado 

durante varios años, por lo cual el demandante promovió un proceso judicial de Amparo 

para el pago del mismo. Sin embargo, no podría considerarse de por sí, que se haya 

originado una Responsabilidad Civil a cargo de la ONP a efecto de indemnizar al 

pensionista demandante, esto debido a que no se configuran todos los elementos de la 

responsabilidad civil, como analizaremos posteriormente. 

Respecto al tipo de responsabilidad civil, he verificado que si bien en el escrito de 

demanda, el actor no ha precisado si estamos ante un caso de responsabilidad civil 

contractual o extracontractual, en las sentencias, el presente caso ha sido tratado como 

responsabilidad civil extracontractual y, es en la sentencia de segunda instancia donde el 

juez desarrolla todos los elementos de dicha responsabilidad civil. 

Asimismo, procederé a analizar los subproblemas identificados en el presente caso, en 

relación a los elementos de la responsabilidad civil: 

- En cuanto a la antijuricidad: Tal como afirma la jurisprudencia y la doctrina, la 

antijuricidad es un elemento de la responsabilidad civil, y en el caso de autos, nos 

encontramos dentro del ámbito de la responsabilidad extracontractual, el mismo que 



se rige por un principio de derecho que permite la vida normal de toda sociedad, el 

principio “alterum non laedere” (no dañar a otro); este principio permite la 

coexistencia pacífica de la sociedad, que ha sido interiorizado a través de 

generaciones y que obliga aquel que ha cometido un daño a asumir su 

responsabilidad y responder por ello; se encuentra estipulado en los artículos 1969° y 

1970° del Código Civil vigente y que es reclamado en la demanda.  

 

A todo esto, en el presente caso si bien es cierto que la ley 23908 se dio en 

septiembre de 1984, sin embargo, se deduce -de la gran cantidad de procesos 

iniciados desde el año 2005 aproximadamente- que habría sido una política del 

Gobierno no pagar a nadie dicho aumento, tal vez por falta de presupuesto u otro 

motivo. Ante dicha situación, no se puede deducir que haya sido necesariamente la 

ONP la que se negó a pagar pese a contar con los fondos, pues simplemente se habría 

dedicado a pagar las pensiones conforme al Decreto Legislativo 19990 con los 

fondos existentes. Por tanto, no queda muy claro que exista un hecho antijurídico en 

la supuesta omisión por parte de la Oficina de Normalización Previsional en el 

aumento otorgado mediante la Ley 23908. Debe tenerse en cuenta que dicho 

aumento de la ley 23908, fue advertido recién muchos años después y ante los 

reclamos administrativos o judiciales (como el presente en un Proceso de amparo), la 

ONP asumió el pago de sus propios fondos. Sin embargo, en tales condiciones 

discutibles, los pensionistas como el caso del demandante y la Corte Suprema, 

asumen que si se habría dado un hecho antijurídico al no haber pagado 

oportunamente la ONP los aumentos otorgados por la ley 23908 desde 1984 hasta 

1992 en que dejó de tener vigencia. 

 

- Respecto al daño: Analizando la pretensión demandada, vemos que el actor 

demanda daño moral y daño a la persona, siendo finalmente amparado en la 

Casación, sólo el daño moral. Sin embargo, ha quedado acreditado que, mediante 

mandato judicial (proceso de amparo), se procedió a efectuar la liquidación 

respectiva de las pensiones devengadas, además de los intereses legales desde la 

fecha en que entró en vigencia la ley 23908, es decir desde 1984, con lo cual se 

habría resarcido largamente la omisión del aumento oportuno; por tanto, no se 

cumple con uno de los presupuestos del daño como es la subsistencia del mismo, en 

tanto, que el supuesto daño generado ya ha sido resarcido con la cancelación de los 

devengados e intereses legales respectivos. 

 

Dentro de este elemento de la responsabilidad civil encontramos diferentes temas que 

no fueron analizados por la Corte Suprema, como el periodo en el que se habrían 

ocasionado los daños, la prueba de los daños demandados y la cuantificación de los 

mismos, debiendo pronunciarnos de la siguiente manera: 

 

1. ¿Respecto al periodo en el que se habría ocasionado el daño, fue desde que no se 

le incrementó oportunamente en 1984 o sólo durante el tiempo que duró el 

proceso judicial? 



 

Después de revisar la demanda podemos apreciar que el demandante habría 

planteado el daño moral sólo por el periodo en el que duró el proceso de amparo y 

hasta que se le pagó efectivamente, periodo en el que se supuestamente habría 

sufrido la aflicción moral. Sin embargo, la Casación habría considerado que se 

ocasionó el daño moral desde que se otorgó el aumento de la ley 23908 es decir en 

septiembre de 1984. 

 

2. Otro tema importante es la prueba de los daños demandados, es decir, ¿se 

pueden probar con la sola afirmación de la parte, con medios probatorios, o con 

máximas de experiencia? Aquí, me remitiré a lo resuelto por la Corte Suprema 

vía casación, en donde resuelve otorgar al demandante una indemnización por 

daño moral en base a máximas de experiencia (segunda parte del considerando 

vigésimo séptimo), sin hacer mayor análisis al respecto, definiendo así el 

presente caso. En razón a ello, pienso que este tema se tuvo que ampliar más y 

darle un sustento más objetivo.  

 

Recordemos que la actuación probatoria es el elemento esencial para todo tipo de 

procesos, pues, como lo expresa un conocido adagio en Derecho: “Tanto vale no 

tener un derecho, como tenerlo y no probarlo”. Por tanto, el derecho a probar se 

verá materializado en la sustentación de un buen argumento y, por tanto, exige 

una proposición basada en la prueba. 

 

Asimismo, es importante acotar que el Tribunal Constitucional se ha pronunciado 

al respecto en el Caso Giuliana Llamoja, recaído en el Exp. N° 00728-2008-

PHC/TC del 13 de octubre del año 2008, que en su considerando veintisiete 

indicó lo siguiente: “(…) el razonamiento probatorio indirecto, en su dimensión 

probatoria, exige que la conclusión sea adecuada, esto es, que entre los indicios y 

la conclusión exista una regla de la lógica, máxima de la experiencia o 

conocimiento científico, y que, como dijimos supra, el razonamiento esté 

debidamente explicitado y reseñado en la sentencia. Y es que, a los efectos del 

control de calidad del curso argumental del juez (control del discurso), ello 

supone mínimamente que de su lectura debe verse cuál o cuáles son los indicios 

que se estiman probados y cuál o cuáles son los hechos a probar. Pero, además, 

se exige que se haya explicitado qué regla de la lógica, máxima de la 

experiencia o qué conocimiento científico han sido utilizados, y si hubieran 

varios de estos, por qué se ha escogido a uno de ellos”. (resaltado nuestro) 

 

Acorde a ello, considero que en el caso sub examine, el aplicar como sustento las 

máximas de la experiencia, concluyendo que cualquier persona en las 

condiciones antes aludida, verá perturbado su ánimo, causándole la situación 

adversa e injusta por la que pasa el sufrimiento que debe ser indemnizado; me 

parece muy subjetivo, pues, no estamos bajo el supuesto de hecho de un 

sufrimiento evidente como puede ser la aflicción por la muerte de un familiar, 



cuyo sufrimiento es un tanto más creíble. Por su propia definición las máximas 

de la experiencia son las conclusiones o máximas que uno extrae de la 

experiencia de casos anteriores, que hacen presumir que en el presente caso está 

sucediendo lo mismo.  

 

En esa línea de ideas, “las máximas de la experiencia vienen a ser aquellas 

manifestaciones de la subjetividad del juez y que en todo caso se trata de un 

aspecto sociológico de por qué se emplea tal recurso” (Nieva, 2010, pág. 141). 

 

Por su parte, Friedrich Stein, acerca de las máximas de la experiencia, sostiene 

que “son juicios hipotéticos o definiciones de alcance general, los mismos que 

proceden de la experiencia, se obtienen por inducción y son de aplicación para 

otros casos judiciales” (Stein, 1999, pág. 27). 

 

Asimismo, nuestro ordenamiento jurídico no es ajeno a ello, puesto que, tanto el 

código procesal civil y el código procesal penal, hacen referencia a las máximas 

de la experiencia, veamos: artículo 281° del Código Procesal Civil.- Presunción 

judicial.- El razonamiento lógico-crítico del Juez, basado en reglas de 

experiencia o en sus conocimientos y a partir del presupuesto debidamente 

acreditado en el proceso, contribuye a formar convicción respecto al hecho o 

hechos investigados. (resaltado nuestro) 

 

Es así pues, que en cualquier proceso judicial debe haber un acercamiento a los 

acontecimientos. En tanto, las máximas de la experiencia solo resultan 

compatibles con un sistema en el cual se conciba la sana crítica, según el modelo 

racionalista. 

 

Las máximas de la experiencia implican realizar un ejercicio racional y, 

siguiendo el razonamiento de Stein, podemos afirmar que el fin de las pruebas es 

la búsqueda de la verdad, siendo necesario una explicación racional del resultado, 

basadas en términos de probabilidad, para que la decisión racional pueda estar 

sujeta a control a posteriori por los diferentes órganos judiciales.  

 

Aunado a ello, es posible hacernos las siguientes interrogantes: ¿de dónde surgen 

las máximas de la experiencia?, ¿cuál es su fuente?, ¿de dónde obtenemos las 

máximas de la experiencia?, ¿es válida las máximas de la experiencia? Pues bien, 

las máximas de la experiencia surgen de la observación de los fenómenos 

cotidianos, que pueden ser fenómenos humanos o fenómenos de la naturaleza. 

 

Es importante precisar que debe existir una premisa mayor fáctica, seguida de 

una premisa menor, para finalmente, obtener una conclusión. Tal conclusión se 

dará en base a observaciones y a una serie de datos preexistentes. Por tanto, ¿cuál 

es el origen de la premisa mayor fáctica?, esta tiene origen en la inducción: 



método de conocimiento importante, siendo el método que se emplea en el 

razonamiento judicial. 

 

Distintos autores han señalado que el sistema inductivo, viene a ser una especie 

de salto entre los casos particulares y la generalización. Por tales consideraciones, 

el uso tradicional de las máximas de la experiencia, centran la fuente del 

conocimiento, sobre todo en la propia experiencia del observador, que 

usualmente se le atribuye ese papel al juez o, en el sentido común.  

 

En ese sentido, la Corte Suprema tuvo que haber sustentado el uso de dichas 

máximas de experiencias en el caso concreto indicando: 

- A que experiencias anteriores se refiere, mencionando casos concretos, 

números de expedientes, partes, etc. 

- Qué casos ha resuelto en los que pensionistas que no plantearon desde 1984 

sus demandas de aumentos con la ley 23908 y recién lo hicieron muchos años 

después (2005 aproximadamente) hayan tenido aflicciones, padecimientos o 

sufrimientos por ese aumento, que incluso desconocían. 

- De qué manera se han expresado esos sufrimientos o padecimientos, o cómo 

se han comprobado los casos anteriores, es decir por pericia psicológica, etc. 

 

Sólo después de varias experiencias resueltas, se podría afirmar que se ha 

extraído la máxima o conclusión de esas experiencias, que hacen presumir que 

este es un caso igual que los anteriores, pues debe recordarse, conforme a la 

Sentencia del Exp. N° 00728-2008-PHC/TC del 13 de octubre del año 2008 la 

máxima de experiencia para sustentar una sentencia, tiene un rigor técnico que es 

equiparado a las reglas de la lógica o a los conocimientos científicos, por lo que 

de ningún modo puede usarse de manera subjetiva sin comprobación alguna. 

 

Por otro lado, recordemos que, en noviembre del 2017 en la ciudad de Chiclayo, 

se llevó a cabo el IV Pleno Jurisdiccional Civil y Procesal Civil, donde arribaron 

a la siguiente conclusión, respecto al daño moral: “Debe someterse a las reglas de 

la carga de la prueba del demandante y evaluarse los elementos de la 

responsabilidad mediante medios probatorios directos e indirectos no siendo 

suficiente presumir; y los criterios de cuantificación deben ser objetivos”. Por 

tanto, a partir de la decisión del Pleno, el daño moral podrá acreditarse a través de 

indicios, presunciones (legales o judiciales) o incluso de conducta de las partes, 

que van a permitir a los magistrados sustentar sus decisiones más allá de la 

simple presunción (muchas veces arbitraria y sin mayor argumentación), con una 

debida motivación, logrando establecer criterios objetivos de cuantificación 

basado en medios probatorios indirectos. Este criterio coincide con el que 

siguieron los órganos jurisdiccionales de primera y segunda instancia en el 

presente caso, que resulta más acertado que el de la Corte Suprema.   

 



Sin embargo, la Corte Suprema asumió una postura un tanto cuestionable para 

muchos, dado que se basó en criterios propios muy subjetivos, quizá con la 

finalidad de zanjar de una vez el tema (ya que venía anulando las sentencias de 

casos similares pidiendo analizar más a profundidad los daños).  

 

Aun en estos días, este tema sigue siendo blanco de contradicciones, debido a que 

no existe un criterio uniforme respecto a la probanza del daño moral; ciertamente, 

el carácter solemne que la prueba ostenta en la actualidad, no siempre fue el 

exhibido por la prueba como tal. Sin embargo, en el presente caso, debería 

haberse recurrido a una Pericia psicológica que establezca si efectivamente por el 

hecho de no haber recibido el aumento en 1984 el demandante afrontó 

padecimientos sufrimientos, aflicciones, etc. Teniendo en cuenta incluso que no 

reclamó oportunamente sino hasta muchos años después. 

 

En una mención más estricta del daño moral y el daño a la persona, estos son solo 

clases de daño, los cuales es imprescindible probarlos. Recordemos que lo que 

debe probarse en cualquier demanda de responsabilidad civil, son sus cuatro 

elementos: el daño, la antijuricidad, la relación de causalidad y los factores de 

atribución; no obstante, de no acreditarse su concurrencia, no existe obligación de 

reparar los daños causados. En otras palabras, la falta de uno de los elementos de 

la responsabilidad civil, libera al demandado de pagar una indemnización. 

 

3. En ese sentido es importante remarcar que tratándose de un proceso de 

Responsabilidad civil en el cual se trata de evidenciar un daño, en el caso de autos 

debe quedar claro que el pensionista no efectuó reclamo alguno desde que se 

otorgó el aumento con la ley 23908, debiendo reflexionarse en lo siguiente: 

- ¿Si es que hubiera tenido conocimiento de la existencia de la ley 23908, porqué 

motivo no hizo su reclamo oportuno para dicho aumento? 

- Si no hubiera tenido conocimiento de existencia de la ley 23908 y no reclamó, 

¿qué sufrimiento le puede haber ocasionado ello si fue su decisión no reclamar? 

- Por otro lado, si no hubiera tenido conocimiento del aumento de la ley 23908 

¿Qué sufrimiento le pudo ocasionar un hecho que desconocía?  

 

4. Diferente sería que si tuvo conocimiento de la existencia del aumento y que desde 

1984 estuvo realizando reclamos para su pago y estos fueron denegados, para 

concluir que realmente estuvo sufriendo por la negativa dolosa de la ONP al 

aumento. 

 

5. Lo cierto es que recién demandó el año 2006, por lo que se deduce que, recién 

tuvo conocimiento del aumento en la fecha en que interpuso su Proceso de 

Amparo para que se le realice el mismo.  

Del mismo modo, en cuanto a ¿cómo podría afirmar el demandante que sufrió por 

el no pago del aumento? Como ya hemos indicado precedentemente, solo una 



pericia psicológica podría haber demostrado, que desde que demandó hasta que se 

le efectuó el aumento sufrió padecimientos, aflicciones de índole moral por ese 

motivo específico. Sin embargo, no existe prueba alguna de ese rigor científico, 

sino solo la subjetiva apreciación de la Corte Suprema de que en base a supuestas 

“máximas de experiencia” se han producido daños morales que deben ser 

indemnizados. 

6. Sobre la cuantificación del daño, en el caso de autos ha sido determinada más 

que de forma discrecional, en forma arbitraria por S/. 15,000, dado que la Corte 

Suprema no resolvió en base a ningún baremo, al contrario, sólo se basó en las 

supuestas “máximas de la experiencia”. De igual manera, en el supuesto de que la 

afectación moral esté probada, corresponde determinar cuáles son los criterios ha 

emplear para su cuantificación, labor que hasta la fecha no ha sido resuelto por la 

jurisprudencia, pero que es importante a efectos de cumplir con la exigencia 

constitucional de la motivación de las resoluciones judiciales. 

 

La Corte Suprema No ha tenido en cuenta que la doctrina también ha desarrollado 

distintos intentos por establecer criterios de cuantificación del daño moral, en 

especial la extrajera, como la profesora Naveira Zarra, que considera que el 

juzgador a la hora de resarcir el daño moral debe tener en cuenta los siguientes 

elementos: i) características de la víctima (edad, sexo, cultura, etc.); ii) 

circunstancias en que se produjo el evento dañoso (relación entre las partes, 

impacto social del daño, etc.); iii) características del agresor (cultura, condición, 

incluyendo el grado de dolo o culpa); iv) considerar todo dato que devele un 

incremento del sufrimiento como la traición, la confianza burlada, etc.; v) vetar 

todo aquello que relacione la cuantificación del daño con elementos que 

impliquen un enriquecimiento de la víctima.  

 

Al respecto, existe un sin número de pretensiones excesivas por daño moral, en 

donde las partes solicitan sumas exorbitantes, así como jueces que otorgan sumas 

de dinero muchas veces insignificantes y otras, exorbitantes por concepto de daño 

moral. La incertidumbre del quantum indemnizatorio del daño moral, así como las 

limitaciones de nuestra jurisprudencia y los petitorios perversos de los 

justiciables, siguen siendo un tema que hasta ahora no se ha logrado definir con 

claridad. En esa misma línea, reitero el propósito de objetivizar los criterios de 

cuantificación del daño no patrimonial basados en equidad y razonabilidad.  

 

7. La Corte Suprema tampoco ha tenido en cuenta el hecho de haber recibido el 

demandante intereses legales luego del aumento a consecuencia del proceso de 

amparo, por lo cual considero -al igual que el Juez Ad Quem- que sí se podría 

tomar como un resarcimiento pecuniario por todo el tiempo transcurrido en el cual 

no se le efectuó el aumento de su pensión de jubilación acorde a la Ley 23908.  

 



8. Por otro lado, debe tenerse en cuenta que conforme al artículo 46 del Decreto 

Legislativo 19990 “La Pensión de jubilación caduca por fallecimiento del 

pensionista”, lo cual reafirma su carácter personalísimo que termina con la muerte 

del pensionista, no formando parte del patrimonio que el mismo pueda dejar como 

herencia conforme se menciona en el artículo 660° del Código Civil: “Desde el 

momento de la muerte de una persona, los bienes, derechos y obligaciones que 

constituyen la herencia se trasmiten a sus sucesores”. En ese orden de ideas, el 

Tribunal Constitucional se ha pronunciado al respecto, mediante la sentencia N° 

0050-2004-AI/TC, en la que de igual manera se señala que la pensión no es 

susceptible de ser transmitida por la sola autonomía de la voluntad del causante 

como si fuera una herencia. 

 

9. Como puede verse, siendo la pensión un derecho personalísimo, si un Pensionista 

reclama una indemnización por un aumento no otorgado como el presente 

conforme a la ley 23908, se entiende que también fue por su sufrimiento personal 

y al fallecer dicho pensionista, es decir don Marco Antonio Isla Lotas (quien 

habría sido el supuesto afectado moralmente) perdió toda personalidad jurídica y 

no podría entenderse que ese derecho subjetivo inmanente a dicha persona pueda 

ser heredado por quienes no padecieron dicho sufrimiento moral, siendo 

moralmente reprochable que finalmente se beneficien los herederos, solamente 

porque se les permita procesalmente suceder a su causante en el proceso, lo cual 

resulta un ejercicio abusivo del derecho, respecto al cual el Código Civil 

señala:"Artículo II.- La ley no ampara el ejercicio ni la omisión abusivos de un 

derecho...". Este criterio tampoco ha sido tomado en cuenta por la Corte Suprema 

disponiendo que se les pague a los herederos del causante que no han tenido 

padecimiento moral alguno, más aún que se está ordenando disponer de fondos 

públicos, que son escasos incluso para la gran masa de pensionistas en el Perú. 

 

- En relación al nexo causal: Corresponde responder también la siguiente interrogante 

¿La omisión en el aumento oportuno conforme a la Ley 23908 otorgada en el año 

1984 ocasionó efectivamente el daño moral o daño a la persona que invoca el 

demandante?  

Como ya lo hemos desarrollado supra, no está acreditado que dicha omisión haya 

causado directamente daño a la persona y mucho menos daño moral, máxime si el 

actor no logró demostrar el nexo causal o relación directa entre la omisión de la 

emplazada y los supuestos daños extracontractuales. 

 

- Por último, en cuanto al Factor de atribución: La ONP habría incumplido con el 

aumento decretado por la Ley 23908 en forma culposa por negligencia de los 

funcionarios encargados del pago a quienes sólo se les podría reprochar no haber 

exigido al Gobierno Central que destinen los fondos necesarios para el pago de dicho 

aumento, pues, la omisión del aumento dispuesto por la Ley 23908 no fue sólo 

respecto del demandante, sino de miles de pensionistas, que tampoco reclamaron su 



derecho de manera oportuna y que demandaron en gran cantidad recién a partir del 

año 2005, por lo que de alguna manera se entendería que habría sido una decisión 

política del Estado el no pagar este concepto, como en casos similares como del 

FONAVI, cuyos recursos no fueron usados para el fin que fueron concebidos, sino 

para otros fines como construcción de infraestructura, carreteras, etc.       

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



IV. CONCLUSIONES 

 

 

1. El demandante no probó que, efectivamente, existía una relación de causalidad 

entre la conducta lesiva y el aparente deterioro de su salud, así como el sufrimiento 

y aflicción. Bajo este contexto, es tarea del recurrente vincular esos padecimientos 

o sufrimientos con la conducta de la demandada. 

 

2. Los hechos atribuidos a la demandada, como lo son, los deterioros en la salud, 

menoscabos físicos y sobre todo psicológicos que supuestamente habría padecido el 

demandante, no son consecuencia de la conducta de la emplazada, más aún si no se 

acredita la relación de causalidad, y los daños alegados. 

 

3. La existencia de un reclamo administrativo y su posterior materialización judicial, 

no pueden ser entendidos como un daño moral resarcible; una situación contraria, 

daría lugar a futuras indemnizaciones por el retardo entre la demanda y la sentencia 

y más aún de su ejecución y, que el Poder Judicial, tendría el deber que amparar.  

 

4. La Corte Suprema debió sustentar el uso de las máximas de la experiencia en el 

caso concreto, precisando a qué experiencias anteriores se refiere, así como a los 

casos concretos en donde se haya dirimido situaciones similares y, principalmente, 

determinando los criterios para la cuantificación del daño generado. 
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VI. ANEXOS 

 

- Demanda y anexos. 

- Contestación de la demanda y anexos. 

- Acta de Audiencia de Saneamiento Procesal y Conciliación.  

- Sentencia de primera instancia. 

- Sentencia de segunda instancia. 

- Resolución de la Corte Suprema. 
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